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	AGENCIA NACIONAL DE EVALUACIÓN DE LA CALIDAD Y ACREDITACIÓN
	



RESPUESTA A ANDRÉS DE LA OLIVA
Madrid, a 5 de noviembre de 2003

Sirva este escrito como contestación al suyo titulado “Análisis crítico de la teoría y práctica de la ‘ANECA’ (Con estudio de un caso ejemplar)”, circulado en diferentes ámbitos universitarios y extrauniversitarios con su firma y acompañado del siguiente texto “Señores: Da la impresión de que Vds. están absolutamente convencidos de la bondad de sus planteamientos y actuaciones. Con el Informe adjunto, quizá se inclinen a reflexionar. Objetivamente, hay mucha irracionalidad, injusticia y favoritismo en lo que han hecho y algunos conocemos. Vds. han declarado la guerra a muchos universitarios verdaderos. Deberían Vds. rectificar de inmediato. Saludos. Andrés de la Oliva Santos. Catedrático. Director del Departamento de Derecho Procesal. Universidad Complutense”, que ha llegado a la Agencia remitido desde la dirección electrónica ANDRESOLIVA@INFONEGOCIO.COM (sic). 

Sus juicios de valor afectan al funcionamiento de la Agencia y a su misma razón de ser, así como a la competencia y rectitud de quienes en ella actúan como colaboradores en el Programa de Evaluación de Profesorado. Además, sus opiniones y juicios reflejan un sorprendente grado de desconocimiento sobre la realidad de la vida académica española que desearíamos tratar de aclararle en este escrito. 

El hecho mismo de que no haya habido por su parte ningún intento de plantear de modo correcto y constructivo las cuestiones que sobre la ANECA en sí, o sobre determinadas personas que hayan sido evaluadas por sus comités pudieran interesarle, induce a la preocupación. 

Como director de la ANECA, visito permanentemente todas las universidades españolas y me entrevisto constantemente con quienes en ellas trabajan; tenga la seguridad de que no hubiera habido por mi parte más que facilidades, y reconocimiento por lo que de conversaciones así se obtiene siempre de positivo respecto a las funciones y actuación de la Agencia. Para Vd. la Agencia es “un disparate  totalitario”, y aun “una enorme pretenciosidad totalitaria”: Ambos términos tienen sentidos muy definidos en la teoría política, y hasta en el habla coloquial, que no pueden aplicarse a la actividad de la Agencia, a la que asigna una supuesta opacidad en el procedimiento que sigue para la acreditación de profesorado. 
Precisamente, una de las características de la ANECA es la publicidad de todas sus actuaciones, tanto ante el Consejo de Coordinación Universitaria como ante el conjunto de la comunidad académica española, que por distintos canales (entre ellos una página web y un boletín periódico –ANEQUALITAS-, siempre actualizados y al día) tiene acceso inmediato a cuanto la Agencia hace, cómo lo hace y quién lo realiza. Concretamente, en lo que a la transparencia de los criterios de evaluación para las figuras contractuales establecidas por la LOU se refiere, su afirmación de que son “en […] buena parte desconocidos” (p. 3 de su escrito), es superflua. 

Esos criterios han sido establecidos por Resolución de la DGU de 17 de octubre de 2002 y publicados en el BOE de 30 de Octubre (noveno y anexo IV), son de conocimiento universal como Vd. mismo reconoce en su escrito (p.4).  De igual modo, se han hecho públicos los estándares aplicados en cada comité, diferenciándose su alcance en las distintas áreas de conocimiento, mediante memoria específica del Programa de Evaluación del Profesorado para el período febrero-julio de 2003. Permitirse imputaciones públicas exige información suficiente.

Un capítulo importante de su argumentación se centra en esos mismos criterios o indicadores, para Vd. “absurdos”, “arbitrarios”, “[in]inteligibles”. Es preciso recordar que esos indicadores no son en modo alguno insólitos en la vida académica española y que, por ejemplo, los protocolos de contratación de las diferentes universidades y otras instancias institucionales de evaluación curricular los utilizan idénticos o similares: trayectoria formativa (becas, estancias de investigación, cursos especiales recibidos…); actividad investigadora (participación en proyectos, preferentemente los de convocatoria pública competitiva; contratos, consultoría, y dictámenes de relieve especial); publicaciones, particularmente aquellas que reflejen actividad investigadora vinculada a proyectos y difundan sus resultados en la comunidad académica internacional mediante publicaciones de impacto acreditado, que sean de referencia en la especialidad y garanticen su calidad mediante mecanismos de selección rigurosos, como el enjuiciamiento previo por pares cuya independencia y libertad de juicio se asegura mediante el anonimato de los mismos, y su ecuanimidad mediante el del autor enjuiciado; experiencia docente, preferentemente la de carácter continuado y en materias básicas de la especialidad, así como la preparación didáctica específica para la docencia superior, etc, etc. 

No todas las áreas de conocimiento presentes en la Universidad española pueden ajustarse, lógicamente, a un esquema idéntico y uniforme, pero sí son todas susceptibles de una aplicación homogénea de similares criterios y, lo que es más importante, las más dinámicas, innovadoras y de mayor presencia en la comunidad científica internacional son las que más sistemáticamente valoran la importancia en la formación de futuros investigadores o en la consolidación de sus carreras de las estancias relativamente prolongadas en centros de investigación internacionales, la estructuración de la actividad investigadora por medio de proyectos y la publicación en revistas de referencia, en especial internacionales (qué nadie con conocimiento de causa consideraría sinónimo de “extranjeras”: hay revistas de referencia que no son extranjeras, y muchas revistas extranjeras que no son de referencia).

La búsqueda de una Universidad de mayor calidad supone, dentro de las peculiaridades de cada área, extender este esquema; de ahí la relevancia de los criterios, nada caprichosos, aplicados por la ANECA en cumplimiento de la Ley, análogos a los utilizados para calibrar la excelencia académica, dentro y fuera de España.

De ningún modo se trata de “aldeanismo” o “paletería”, sino comprensión ajustada de que una ciencia excesivamente domiciliaria no puede ser de calidad; que desde hace años el sistema universitario y de investigación español ha empujado decididamente en otra dirección y que un sistema público de acreditación de profesorado está en la obligación de tomar muy en cuenta entre sus criterios prioritarios ese aspecto. 
Probablemente sabe Vd. que las estancias de investigación en centros de calidad no son siempre placenteras, que al desarraigo familiar y social hay que sumar el trabajo en un medio que no es el propio y salvar dificultades, mayores o menores, que acrisolan vocaciones además de complementar la propia formación científica viendo lo que otros hacen y cómo lo hacen. Eso es válido para cualquier área científica, incluidas todas las de Derecho. No hará faltar explicar lo sólido y antiguo de la preparación de juristas españoles en universidades y centros extranjeros, y la continuidad e intensificación de esa práctica en los últimos tiempos. Referirse a este esfuerzo formativo como “turismo universitario” es pecar de frivolidad.
A diferencia de lo que parece Vd. querer dar a entender, miles de investigadores españoles de las distintas especialidades jurídicas desarrollan una parte de su preparación pre o postdoctoral en centros y universidades extranjeros como becarios, por ejemplo en programas de FPI, FPU o del Instituto Universitario Europeo (IUE), o con ayudas de los programas de movilidad tipo PROEXT y es por tanto muy oportuno que se evalúe esa vertiente de sus curricula. Estancias son períodos relativamente prolongados para desarrollar programas de trabajo, no visitas –algunas de días-, o viajes ocasionales (por ejemplo a impartir conferencias). Por lo demás, hay en el mundo revistas jurídicas con sistema de evaluación de originales por pares, y seguro que son de las mejores.

Un aspecto especialmente rechazable de su escrito es el intento de descrédito personal a los componentes del Comité de Evaluación de Ciencias Sociales y Jurídicas mediante una parcial e imprecisa enumeración de aspectos de sus curricula, en especial publicaciones. Su proceder es, además de poco elegante, baldío, como suelen ser siempre los argumentos especiosos ad hominem. Vd. mismo reconoce carecer de información sobre las trayectorias docente, investigadora y de gestión de esas personas, por lo que enjuiciarlas y descalificarlas es temerario. 
Los Comités del Programa de Evaluación de Profesorado no dictaminan sobre la específica idoneidad de los solicitantes en cuanto al dominio de las materias de un área de conocimiento, que sería cometido en su caso de las comisiones de profesores numerarios del área previstas en la LOU (art 57 y ss.) Los Comités de la ANECA no tienen otro cometido que el de dar cumplimiento al art. 31 de la LOU, que de forma concreta se cifra en estimar en el perfil del personal docente e investigador contratado indicadores suficientes de calidad en el momento de ser evaluado. Para ello bastan personas de experiencia académica e investigadora contrastada y con experiencia práctica en evaluación. No juzgan los conocimientos de un candidato, sino la índole y calidad de determinados logros curriculares como síntoma razonable de que son base de la calidad de los mismos conocimientos. Esa tarea está plenamente al alcance de un comité plural que trabaja colegiadamente en el examen de cada caso, aunque no haya entre sus componentes expertos de todas y cada una de las áreas de conocimiento. Nada de extraordinario tiene esto, y es lo que habitualmente se practica entre los comités de concesión de becas, proyectos de investigación, etc. 

Para casos peculiares que pudieran suponer especial complejidad se recurre a asesores externos. Precisamente, el Comité de Ciencias Sociales y Jurídicas hace uso regular de ese asesoramiento externo. Sabe Vd. también que los componentes de los Comités se eligen de entre los propuestos por las universidades, trabajan en sesión conjunta, y deciden colegiadamente (en la inmensa mayoría de los casos por unanimidad) tras examen detenido de cada caso. 
La Agencia Nacional ha hecho pública la cifra oficial de resultados de evaluaciones denegadas. No es responsable la insinuación insidiosa (V.b.1.; pág.23) de que los evaluadores favorecen sistemáticamente a los solicitantes de sus propias universidades o áreas de conocimiento: No hay evidencia alguna que permita siquiera la sospecha, y al sostener lo contrario se ofende a los aludidos. 

Toda la Comunidad Académica es consciente de la contribución de esta Agencia Nacional a la mejora de la Universidad española, y de modo concreto, mediante el Programa de Evaluación de Profesorado, al estimular la mejora de su preparación y combatir algunos de los vicios más denostados en su reclutamiento, lo que ha venido llamándose endogamia. La Universidad reacia a la competencia, favorecedora del patronazgo, el capillismo y el corporativismo es, cada vez más, una reminiscencia del pasado que se combate con competitividad y evaluación de la calidad por una instancia externa, pero a fin de cuentas de la propia Universidad, como la ANECA. Competitividad y acreditación son incompatibles con los vestigios de patrimonialización de la Universidad que ahora empiezan por fin a ser eficazmente combatidos. 
Atentamente,

Fdo.: Ismael Crespo Martínez

Director
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